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El concurso de acreedores es 
un procedimiento judicial cu-
ya solicitud resulta obligada pa-
ra todo deudor en estado de in-
solvencia, con la fi nalidad esen-
cial de satisfacer los créditos de 
los acreedores, mediante acuer-
do (convenio), o a través de la  
enajenación de sus bienes del 
concursado (liquidación). 

LA PETICIÓN
Concurso voluntario
La declaración de concurso pue-
de solicitarse por el propio deu-
dor (concurso voluntario), co-
mo es el caso, o por cualquiera 
de sus acreedores (concurso ne-
cesario).  El incumplimiento de 
dicho deber a su debido tiem-
po puede dar lugar a la califi ca-
ción del concurso como culpa-
ble, en cuyo caso los gestores  
podrían llegar a ser inhabilita-
dos para administrar bienes aje-
nos durante un período de 2 a 
15 años, y ser condenados a pa-
gar a los acreedores el importe 
de  sus créditos que no hubieren 
podido percibir una vez liquida-
dos los bienes de la sociedad. 

OBJETIVO DEL CONCURSO
La supervivencia de la empresa
El deudor ha de solicitar el con-
curso porque así se lo ordena 
imperativamente la normativa 
vigente. Su fi nalidad es eludir 
las consecuencias sancionado-
ras a que podría dar lugar un in-

cumplimiento del deber de so-
licitud, y con el objetivo  de in-
tentar la conservación de sus fa-
cultades patrimoniales y de la 
propia empresa, a través de la 
consecución de un convenio de 
continuación, pactando con sus 
acreedores una quita y/o espe-
ra con respecto a sus créditos.

DECLARACIÓN DE CONCURSO
Auto concursal y nombramien-
to de administrador concursal 
antes de diez o quince días
La solicitud de concurso debe-
rá expresar, y acreditar, el esta-
do de insolvencia, acompañán-

dose, entre otros, los siguientes 
documentos: memoria de la his-
toria económica y jurídica del 
deudor, de su actividad durante 
los 3 últimos años y de las cau-
sas de insolvencia y de su viabi-
lidad patrimonial; inventario de 
bienes y derechos, relación de 
acreedores y los informes de au-
ditoría de los tres últimos ejer-
cicios. A la vista de la documen-
tación, el juez, en un plazo bre-
ve —10 o 15 días— dictará auto 
declarando el concurso, si re-
sulta acreditada la situación de 
insolvencia y nombrando admi-
nistrador concursal. 

EL INFORME
Evaluación patrimonial en un 
par de meses
Una vez publicado el auto con-
cursal en el BOE, los acreedores 
tienen un mes de plazo para co-
municar sus créditos. En teoría, 
el administrador concursal tiene 
dos meses de plazo para elabo-
rar un informe en el que valora 
los activos y determina el pa-
sivo (acreedores); evalúa la si-
tuación patrimonial y se refi e-
re a la viabilidad de la concur-
sada. Una vez aprobado el infor-
me, se abre la fase de convenio 
(negociación con los acreedo-
res) o de liquidación. 

EFECTOS DE LA DECLARACIÓN
Intervención de los adminis-
tradores
La declaración de concurso no 
interrumpe la continuación de 
la actividad del deudor, con 
mantenimiento de los órganos 
de administración. Por otra par-
te, la mera declaración de con-
curso da lugar a otros efectos, 
por ejemplo la paralización de 
las ejecuciones singulares con-
tra el patrimonio del deudor y la 
suspensión del devengo de in-
tereses. No obstante, la declara-
ción de concurso se traduce en 
una limitación de las facultades 
patrimoniales del deudor, que-
dando sometido en su ejercicio 
a la intervención de los adminis-
tradores concursales. 
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EL DEPORTIVO EN CONCURSO

El propio desarrollo concursal 
se dirige a determinar, en pri-
mer término, su grado y las cau-
sas que han dado lugar a la mis-
ma y, en segundo lugar, a evaluar 
la viabilidad de la continuación 
de la actividad de la concursada. 
Si la empresa es viable se abri-
rá la fase de convenio para al-
canzar acuerdo de continuidad 
con los acreedores —median-
do las quitas y/o esperas consi-
guientes— y, en caso de no ser-
lo, procederá la apertura de la 
fase de liquidación, cuya fi nali-
dad es la realización de todos 
los activos de la empresa para, 
con su producto en efectivo, sa-
tisfacer a los acreedores hasta 
donde sea posible y conforme al 
orden y preferencia legalmente 
establecido.

Con carácter general, la Ley 
Concursal dispone la apertura 
de actuaciones separadas y es-
pecífi cas para determinar si la 
generación o, en su caso, agra-

vación de la situación de insol-
vencia es atribuible a los admi-
nistradores de la empresa. Con-
viene precisar que, únicamente, 
cuando se alcance un convenio 
que tenga la consideración de 
poco lesivo para los intereses de 
los acreedores —quita inferior a 
un tercio de sus créditos, o es-
pera inferior a tres años—, no 
se entrará a conocer y resolver 
acerca de tal responsabilidad.

Fortuito o culpable
En defi nitiva, si el concurso de-
semboca en la liquidación de la 
empresa, o en un convenio que 
establezca graves sacrifi cios pa-
ra los acreedores —consideran-
do como tales el legislador cua-
lesquiera quita o espera que su-
peren los límites señalados—, 
el juez, previo informe razona-
do y documentado de la admi-
nistración concursal, en el que 
se incluirá una propuesta de re-
solución-califi cación, resolverá 

acerca de la califi cación como 
fortuito o culpable del concurso. 

La califi cación culpable pro-
cederá cuando la insolvencia 
sea imputable a la conducta de 
los administradores, a no ser 
que tal contribución lo sea por 
negligencia leve. No obstante, 
la propia Ley Concursal esta-
blece una serie de supuestos en 
los que procederá la califi cación 
culpable —irregularidades con-
tables relevantes, inexactitud o 
falsedad documental, incumpli-
miento de convenio imputable 
al deudor, alzamiento o salida 
fraudulenta de bienes, simula-
ción de situación patrimonial 
fi cticia, incumplimiento de de-
beres legales varios: solicitud 
del concurso, deber de colabo-
ración con el juez del concurso 
y la administración concursal, y 
formulación, auditoría y depó-
sito de cuentas anuales de los 
tres últimos ejercicios—, de tal 
forma que, si el juez aprecia su 

concurrencia, dictará sentencia 
declarando el concurso culpa-
ble, en la cual determinará las 
personas afectadas, las cuales 
sufrirán una inhabilitación de 
dos a quince años para admi-
nistrar bienes ajenos, la pérdida 
de los créditos a su favor contra 
la deudora, e incluso la conde-
na a devolver todo lo obtenido 
indebidamente de la empresa, 
así como a indemnizar los da-
ños y perjuicios.  

Patrimonio personal
A mayor abundamiento, hay que 
señalar que cuando la empresa 
entre en liquidación los admi-
nistradores podrían ser conde-
nados a asumir, total o parcial-
mente y de forma individuali-
zada, con cargo a su patrimo-
nio personal, aquella parte de 
los créditos que quedaren sin 
abonar con cargo a los activos 
de la deudora, es decir, a cubrir 
el défi cit resultante.

La responsabilidad de los administradores 

El fiscal culpa 
a Pernía y Syed 
del concurso 
de acreedores 
del Santander 

La Fiscalía de Cantabria se-
ñala al expresidente del Ra-
cing Francisco Pernía y a su 
máximo accionista, Ali Syed, 
como responsables del con-
curso culpable del club, y pi-
de que Pernía indemnice a la 
entidad con 4,9 millones de 
euros por los daños y per-
juicios que, a su entender, se 
causaron en su mandato. 

El dictamen de la Fiscalía  
es similar al que los adminis-
tradores concursales presen-
taron en noviembre. Así, se-
ñala que entre el 2007 y el 
2011 se transfi rieron a Bra-
sil fondos del club por im-
porte de 965.000 euros, pa-
ra un proyecto «sin que se 
haya producido ningún re-
torno efectivo». 

La Fiscalía apunta al perjui-
cio patrimonial que sufrió el 
Racing en las adquisiciones 
de Mohammed Tchité y Ebi 
Smoralek, por valor de un mi-
llón y 825.000 euros, respec-
tivamente, y también recal-
ca que en el traspaso de Ni-
cola Zigic al Valencia se pa-
gó de forma injustifi cada una 
comisión de intermediación 
de 725.000 euros. 

SANTANDER / EFE

ILUSTRACIÓN PILAR CANICOBA

Solo nueve 
clubes de 
Primera no se 
han acogido a la 
Ley Concursal 

Si la titular del Juzgado nú-
mero 2 de lo Mercantil de A 
Coruña acepta la entrada en 
concurso de acreedores del 
Deportivo, solo serán nue-
ve los equipos que militan 
actualmente en Primera Di-
visión los que han sorteado 
la suspensión de pagos: los 
cuatro que no son sociedades 
anónimas deportivas (Barce-
lona, Real Madrid, Athletic 
de Bilbao y Osasuna), ade-
más del Atlético de Madrid 
—que fue intervenido a fi na-
les de 1999—, Valencia, Geta-
fe, Sevilla y Espanyol.

El primer club en acogerse 
a la entonces recién aprobada 
Ley Concursal (2003) fue el 
Las Palmas. Sporting de Gi-
jón y Málaga fueron los si-
guientes de una lista que su-
pera los treinta clubes de fút-
bol, entre los que también fi -
guran el Celta, el Ourense, el 
Pontevedra y el Compostela. 
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